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Medellín, treinta (30) de septiembre de dos mil veintidós (2022)1 

Proceso  EJECUTIVO SINGULAR 

Radicado  05001 31 03 002 2018 00084 01 

Demandante  JAVIER ALBERTO GUZMÁN QUINTERO 

Demandado  OFICINA URBANA S.A.S. 

Juzgado Origen SEGUNDO CIVIL CIRCUITO MEDELLÍN 

  
Decide la Sala la apelación de la sentencia en el proceso de la referencia. 
 

1. ANTECEDENTES. 
  
1.1 DEMANDA2. 
 
Pretendió la actora que se libre mandamiento de pago a su favor y en 
contra de la demandada por la suma de $220’000.000 más los intereses 
moratorios liquidados desde el 23 de septiembre de 2017 a la tasa máxima 
legalmente permitida y hasta el pago total de la obligación.  
 
Expuso que el 22 de mayo de 2017 el representante legal de la sociedad 
demandada suscribió a su favor el pagaré base de ejecución por 
$220’000.000, el cual sería pagadero en cuotas mensuales de $6’160.000, 
debiéndose cancelar la primera el 22 de septiembre de 2017, la cual no fue 
cancelada, razón por la cual hizo uso de la cláusula aceleratoria pactada 
para el cobro del importe total del título.  
 
1.2 CONTESTACIÓN.3 
 

La mencionada sociedad se pronunció sobre los hechos de la demanda, 
reconoció la suscripción del título ejecutado sin carta de instrucciones, no 
obstante, afirma que en razón del negocio que dio origen al título, la 
obligación ejecutada no es exigible.  
 
Expuso que el título valor suscrito tuvo como base un negocio jurídico de 
compraventa de acciones que Javier Alberto Guzmán Quintero poseía en 
la sociedad Promotora de Proyectos Picaleña S.A.S., a favor de Oficina 
Urbana S.A.S., indicó que el cumplimiento de la obligación contenida en el 
pagaré ejecutado está sujeto al devenir contractual de la sociedad 
adquirida, concretamente, que esta produjera rendimientos y, a partir de 
ello, serían entregados al señor Guzmán Quintero para cumplir la 
obligación contenida en el título; empero, la sociedad comercial nunca 

                                        
1 Discutido en Sala de Decisión del 19 de octubre de 2022. 
2 Ver ruta: carpeta “01AExp. digitalizado completo (audios)” / archivo “cuarderno 1 2018 084.pdf” páginas 8 a 
10. 
3 Ibidem páginas 90 a 103. 
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alcanzó el punto de equilibrio ni la retribución de la ganancia y por el 
contrario ocasionó pérdidas. 
 
Afirmó que el demandante adeuda a la sociedad Promotora de Proyectos 
Picaleña S.A.S. la suma de $99’933.743,55. 
 
En lo que corresponde a la sociedad Promotora de Proyectos Picaleña 
S.A.S., indicó que fue constituida mediante documento privado del 30 de 
abril de 2014, siendo los accionistas iniciales Javier Alberto Guzmán 
Quintero con un 45% de participación accionaria y Oficina Urbana S.A.S. 
con el 55% restante. Posteriormente, la accionista Oficina Urbana S.A.S. 
adquirió el inmueble identificado con matrícula inmobiliaria No. 350-
22667 sobre el cual se otorgó licencia de construcción y en el cual se 
pretendía realizar un proyecto inmobiliario denominado Sabana, para lo 
cual se suscribió contrato de encargo fiduciario con Fiduciaria Colpatria 
S.A., dicho bien fue traditado a Promotora de Proyectos Picaleña S.A.S. 
como aporte social por parte de Oficina Urbana S.A.S. y a su vez Javier 
Alberto Guzmán Quintero aportó la suma de $260’000.000 que se 
invirtieron en el desarrollo del proyecto. 
 
Adujo que las sumas que el señor Guzmán Quintero reclama en la presente 
acción, corresponden al monto del aporte social que realizó en favor de 
Promotora de Proyectos Picaleña S.A.S., dineros que ya fueron invertidos.  
 
Por otro lado, indica que en virtud de un acto administrativo inscrito por 
la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Ibagué el 19 de 
diciembre de 2017 y un embargo por parte de la entidad Bancolombia S.A., 
se ha impedido la constitución del patrimonio autónomo con el bien y la 
enajenación a los compradores, lo cual ha derivado en múltiples denuncias 
penales de tales compradores por el delito de estafa.  
 
Planteó como medios exceptivos los siguientes: 
 

a) Derivada del negocio jurídico que dio origen a la creación del título. 
Precisando que el demandante tiene obligaciones pendientes por cumplir 
al interior de la sociedad Promotora de Proyectos Picaleña S.A.S., la cual 
emprendió un proyecto constructivo que no puede llevarse a feliz término 
y existen inversionistas a los cuales se deben reembolsar dineros. Adujo 
que la sociedad demandada adquirió las acciones del ejecutante bajo la 
convicción de que éste acudiría de forma responsable a la liquidación de 
la sociedad comercial, lo cual no hizo. 
 

b) Inexistencia de la obligación. Afirmando que se pudo establecer que lo 
adeudado por el demandante era superior al valor de la venta de sus 
acciones en Promotora de Proyectos Picaleña S.A.S., precisando que la 
mencionada venta accionaria tuvo como base la formación de una 
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sociedad comercial para el desarrollo de un proyecto constructivo de 
vivienda y, ante su fracaso, el ejecutante en su calidad de socio estaba 
llamado a asumir las pérdidas económicas. 

 

c) Suscripción por parte de persona natural. Indicó que el título valor fue 
suscrito por Cesar Napoleón Céspedes Puerta únicamente como persona 
natural y no como representante legal de Oficina Urbana S.A.S., en tanto el 
negocio tuvo relación con la creación de la sociedad Promotora de 
Proyectos Picaleña S.A.S. 

 

d) Pleito pendiente. Derivado de las investigaciones penales por el delito de 
estafa, adelantadas por la Fiscalía General de la Nación y de la liquidación 
pendiente de la sociedad Promotora de Proyectos Picaleña S.A.S. 

 

e) Compensación. Aduce que el demandante adeuda la suma de 
$99’933.743 a la sociedad Promotora de Proyectos Picaleña S.A.S. 
correspondiente a la deuda que arrojó la contabilidad de la liquidación 
realizada, además de todas las demás obligaciones frente a los 
inversionistas y compradores del proyecto inmobiliario.  
 
1.3 PRIMERA INSTANCIA4. 
 
El 11 de febrero de 2020 el despacho de primer grado profirió sentencia 
que puso fin a la instancia, en la misma se desestimaron las excepciones 
de mérito y se ordenó seguir adelante la ejecución en favor del 
demandante y en contra de la demandada. 
  
La a quo precisó que en el presente asunto el título valor aportado 
contenía una obligación clara, expresa y actualmente exigible. Respecto de 
la oposición realizada en torno al negocio causal, consideró que se 
encontraba probado que el negocio que dio origen al título correspondía 
al contrato compraventa de acciones de Promotora de Proyectos Picaleña 
S.A.S., suscrito el 4 de mayo de 2016 y no al contrato de sociedad de dicha 
persona moral. Precisó que de los interrogatorios de parte se pudo 
acreditar que el demandante no contaba con los recursos para continuar 
el proyecto constructivo que llevaba a cabo la sociedad, razón por la cual, 
este vendió su participación accionaria a Oficina Urbana S.A.S., y ello 
derivó en la creación del título.  
 
También, consideró que, según lo dicho en los interrogatorios de parte, 
inicialmente se habían suscrito dos pagarés diferentes por la compraventa 
accionaria, de los cuales se hizo un abono de $40’000.000 quedando un 
saldo restante de $220’000.000, saldo que se unificó en un nuevo pagaré 
                                        
4 Ib. páginas 284 a 288 y archivo “2018-0008420200211141300.wmv”.  
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cuya fecha de creación es el 22 de mayo de 2017, fecha para la cual ya la 
demandada tenía conocimiento de los pasivos que debía reclamar del 
demandante y aun así suscribió el título ejecutado. Con base en lo 
expuesto desestimó las demás excepciones propuestas, considerando la 
existencia de la obligación y la ausencia de prueba de la temeridad y mala 
fe. 
 
Desestimó la excepción de no haberse suscrito el título en calidad de 
representante legal porque debajo de la firma del título del representante 
legal se hizo alusión a que se hacía en nombre de Oficina Urbana S.A.S.  
 
Respecto de la excepción de pleito pendiente precisó que la investigación 
penal se adelanta en contra de la sociedad Promotora de Proyectos 
Picaleña S.A.S., y por un hecho punible que no tiene relación con el trámite 
ejecutivo que se decide.  
 
Finalmente, respecto de la excepción de compensación adujo que no 
estaba llamada a prosperar, puesto que las obligaciones que se alegan 
pendientes corresponden a pasivos al interior de la eventual liquidación 
de Promotora de Proyectos Picaleña S.A.S., y no a una obligación en favor 
de la demandada Oficina Urbana S.A.S. 
 
1.4 TRÁMITE DE LA APELACIÓN. 
 
La sentencia de primera instancia fue proferida en audiencia del 11 de 
febrero de 2020 y notificada en estrados, inmediatamente fue apelada por 
la demandada, quien dentro de los tres días siguientes precisó los reparos 
frente a la decisión.  
 
Considerando el actual estado de emergencia sanitaria, se dio aplicación al 
artículo 14 del Decreto Legislativo 806 de 20205, concediéndole al apelante 
la oportunidad para sustentar el recurso y a la contraparte para la réplica, 
derecho del cual ambas partes hicieron uso oportunamente.   
 

2. CONTROL DE LEGALIDAD Y COMPETENCIA DEL SUPERIOR.  
 
En atención a lo dispuesto en el numeral 12 del artículo 42 y en el artículo 
132 del Código General del Proceso, se aprecian reunidos los 
presupuestos procesales para emitir sentencia porque se verificó la 
demanda en forma y su trámite adecuado, la competencia del juez, la 
capacidad para ser parte y acudir al proceso respecto de los extremos del 

                                        
5  Mediante la Ley 2213 de 2022, se acogieron como legislación permanente las disposiciones de dicho decreto 
para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales. La ley 
conserva en el artículo 12 la disposición del artículo 14 del decreto en cuanto al trámite de la apelación de 
sentencias en materia civil y familia. 
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litigio, debiéndose destacar que no se advierten vicios ni irregularidades 
que configuren nulidad. 
 
Al respecto, con base en la doctrina de la Sala de Casación Civil, conforme 
a la cual el juez de segunda instancia no está limitado en la alzada en 
aquellas materias en que se impone su pronunciamiento, como lo es el 
reexamen del título ejecutivo6; considera la Sala importante advertir que 
no se aprecia defecto en los atributos del título ejecutivo base de la 
ejecución, específicamente en punto de la claridad, porque el pagaré 
establece expresamente el valor de capital adeudado, las tasas de interés 
de plazo y mora, la fecha de vencimiento y el lugar en donde debía 
efectuarse el pago. De tal forma que, pese a que en su cláusula tercera se 
refiere al pago mediante cuotas mensuales que equivalen precisamente al 
valor pactado por concepto de interés, ello es comprensible en la medida 
en que el título se suscribió el 22 de mayo de 2017 y su vencimiento se 
estipuló para el 22 de septiembre de 2017, luego dicha referencia a la 
forma de pago corresponde simplemente al plazo concedido para el pago, 
con el que se encabeza tal apartado, sin que haya lugar a confusión en 
cuanto a las condiciones estipuladas para la solución de la obligación. 
 

3. REPAROS CONCRETOS. 
 
3.1 REPARO DEMANDADA. 
 
Con el propósito de que se revoque la decisión de primera instancia, la 
demandada planteó el siguiente reparo 7  sustentado en segunda 
instancia8: 
 
Indebida valoración probatoria. Indicó que en el interrogatorio de parte 
el demandante confesó conocer que la sociedad Promotora de Proyectos 
Picaleña S.A.S., no ha sido liquidada, razón por la cual, el negocio celebrado 
entre las partes aún subsiste y que la vinculación del demandante al 
negocio jurídico tenía como propósito obtener un beneficio, que luego 
quiso evitar al momento de percatarse de las pérdidas de la compañía. 
Afirmó que el demandante actúa de mala fe puesto que tiene conocimiento 

                                        
6 Sentencia SC3918-2021 del 8 de septiembre de 2021 “En este orden se tiene que, como regla de principio, la 
decisión del superior está restringida a los argumentos expuestos por el apelante, lo que no obsta para que 
sentencie sobre temáticas respecto de las cuales el ordenamiento le impone pronunciarse motu proprio, por 
estar íntimamente relacionadas con el asunto sometido a su conocimiento, verbi gratia, las restituciones 
mutuas derivadas de distintas modalidades de decaimiento de un acuerdo de voluntades (CSJ SC 020 de 2003, 
rad. 6610; SC10097 de 2015, rad. 2009-00241); el deber de reexaminar en juicios coactivos el título ejecutivo 
aportado a efectos de determinar la cabal concurrencia de sus requisitos (CSJ STC15169 de 2019, rad. 2019-
01721; CSJ STC13428 de 2019, rad. 2019-01460); entre otros eventos.” 
7 Ver ruta: carpeta “01AExp. digitalizado completo (audios)” / archivo “cuarderno 1 2018 084.pdf” páginas 292 
a 296. 
8  Ver ruta: carpeta “11MemorialJulio14De2021” / archivo “ALEGATO SEGUND INSTANCIA NAPOLEON- 
ajustado.pdf” 
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del proceso penal por estafa, que la sociedad comercial no ha sido 
liquidada y que no ha asumido sus obligaciones como socio de la misma. 
 
Aduce que existe prueba de que el negocio extracartular correspondió al 
desarrollo de un proyecto inmobiliario, respecto del cual no se han 
liquidado sus pasivos, por tanto, la obligación ejecutada no puede cobrarse 
hasta tanto se resuelva la situación económica y comercial de la sociedad 
Promotora de Proyectos Picaleña S.A.S., porque ello conllevaría a que el 
demandante obtenga un beneficio anticipado de las resultas del negocio 
del cual hizo parte.  
 
➢ Réplica del demandante9: El demandante se opuso a la prosperidad 

de la alzada precisando que, efectivamente, el negocio causal que dio 
origen al título corresponde a una compraventa de acciones de 
Javier Guzmán Quintero a Oficina Urbana S.A.S., respecto de la 
participación accionaria del 45% que el primero poseía en la 
sociedad Promotora de Proyectos Picaleña S.A.S., por la suma de 
$220’000.000, con relación al cual no se ha acreditado que adolezca 
de algún vicio que afecte su validez o existencia. 
 
Afirmó que la parte demandada considera que la venta de acciones 
no era tal, sino que eran los recursos que le correspondía aportar al 
demandante como aporte social, omitiendo que se trata de dos 
negocios jurídicos completamente distintos; que, efectivamente, el 
señor Guzmán Quintero realizó un aporte social de $260’000.000 a 
Promotora de Proyectos Picaleña S.A.S., dirigido a pagar el capital 
suscrito, pero, posteriormente, la sociedad Oficina Urbana S.A.S., le 
ofreció comprar su participación accionaria, a cambio de una suma 
de $220.000.000, lo cual fue aceptado por el demandante y fue dicha 
compra la que dio origen a la creación del título y; que el señor 
Guzmán Quintero no es actualmente accionista en Promotora de 
Proyectos Picaleña S.A.S., las supuestas obligaciones a su cargo no 
tienen otro sustento que la contabilidad de la mencionada sociedad 
y, en todo caso, en el presente asunto existe un negocio jurídico 
válido de compraventa de acciones que dio origen al título y que no 
se ha demostrado su afectación. 
 

3.2 Problema Jurídico. 
 

Conforme a lo expuesto, corresponde a la Sala establecer si en la presente 
ejecución existen estipulaciones negociales que dieron origen al título 
valor pagaré que se cobra y si estas fueron incumplidas o son inexistentes 
al punto de afectar la exigibilidad del título. 

                                        
9 Ver ruta: carpeta “12Memorialjulio23De2021” / archivo “DESCORRE TRASLADO EN SEGUNDA INSTANCIA 
2018-00084.pdf” 
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4. FUNDAMENTO JURÍDICO. 

 
4.1 Requisitos del título valor. 
 
El artículo 422 del CGP dispone que “pueden demandarse ejecutivamente 
las obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que 
provengan del deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra 
él (…)”. 
 
Conforme a la disposición en cita, la viabilidad de la acción ejecutiva se 
edifica sobre un documento cualificado que cumple las condiciones de 
claridad, exigibilidad y expresividad y tiene la virtualidad de producir un 
grado de certeza tal que de su lectura se evidencie la confluencia de los 
requisitos legales mínimos para estimar la ejecución judicial.  
 
Siendo los títulos ejecutivos el género, los títulos valores regulados por el 
Código de Comercio se erigen como una de sus especies. Así, el mérito 
ejecutivo de estos nace por ministerio de la ley que, en los términos del 
artículo 619 del mencionado estatuto mercantil: “son documentos 
necesarios para legitimar el ejercicio del derecho literal y autónomo que en 
ellos se incorpora. Pueden ser de contenido crediticio, corporativos o de 
participación y de tradición o representativos de mercancías.” 
 
El mérito ejecutivo de los títulos valores se alcanza por el cumplimiento 
de los requisitos generales dispuestos en el artículo 621 ibidem, esto es, i) 
la mención del derecho que en el título se incorpora y ii) la firma de quién 
lo crea. Además del cumplimiento de los requisitos específicos dispuestos 
para cada una de las clases de títulos valores. 
 
Respecto del pagaré, el artículo 709 del mencionado código, establece 
cuatro requisitos adicionales, así: “1. La promesa incondicional de pagar 
una suma determinante de dinero; 2. El nombre de la persona a quien deba 
hacerse el pago; 3. La indicación de ser pagadero a la orden o al portador, y 
4. La forma de vencimiento.” Advirtiendo el artículo 711 que, además, le 
“serán aplicables al pagaré en lo conducente, las disposiciones relativas a la 
letra de cambio.” 

 
4.2 Excepciones personales frente a la acción cambiaria. 
 
En desarrollo de los principios de literalidad y autonomía, el artículo 626 
del Código de Comercio, establece que “[e]l suscriptor de un título quedará 
obligado conforme al tenor literal del mismo, a menos que firme con 
salvedades compatibles con su esencia”, de tal forma, es inescindible la 
relación entre el título y el derecho que en él se incorpora, por ello, sin el 
título no es posible la negociabilidad del derecho.   
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Así mismo, en los términos del artículo 422 del CGP, el documento que 
contiene el título es plena prueba contra el deudor y así debe valorarlo el 
juez. No obstante, cuando la acción cambiaria es promovida por el 
acreedor inicial de la obligación contenida en el título valor, en los 
términos del numeral 12 del artículo 784 del Código de Comercio, el 
deudor está facultado para oponer las excepciones “derivadas del negocio 
jurídico que dio origen a la creación o transferencia del título”, siempre y 
cuando el demandante “haya sido parte en el respectivo negocio” o frente a 
cualquier otro demandante que “no sea tenedor de buena fe exenta de 
culpa”. 
 
Lo anterior, implica una excepción al principio de autonomía de los títulos 
valores, cuando en los eventos en que al litigio donde se ejecutan 
concurren las partes del negocio que los originó o el tenedor carece de 
buena fe exenta de culpa. 
 
Ahora bien, en cabeza del deudor que pretende oponer circunstancias 
relativas a dicho negocio causal, se impone la carga probatoria 
correspondiente, en virtud del principio onus probandi consagrado en el 
artículo 167 del CGP, correspondiéndole acreditar los hechos que invoca 
como sustento de la excepción.   
 
Frente a los requisitos que el deudor demandado debe acreditar de cara a 
la prosperidad de la mencionada defensa, ha dicho la Corte Constitucional, 
en criterio acogido por la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia10: 
 

“Este mecanismo de defensa del deudor cambiario se aplica de 
forma excepcional, puesto que afecta las condiciones de 
literalidad, incorporación y autonomía del título valor, basada en 
la existencia de convenciones extracartulares entre el titular y el 
deudor, las cuales enervan la posibilidad de exigir la obligación, en 
los términos del artículo 782 del Código de Comercio. 
 
Es evidente que la prosperidad de la excepción fundada en el 
negocio causal o subyacente tiene efectos directos en la 
distribución de la carga probatoria en el proceso ejecutivo: si el 
deudor opta por hacer oponibles asuntos propios del negocio 
subyacente, le corresponderá probar (i) las características 
particulares del mismo; y (ii) las consecuencias jurídicas que, en 
razón a su grado de importancia, tienen el estatus suficiente para 
afectar el carácter autónomo y la exigibilidad propia del derecho 
de crédito incorporado en un título valor.”11 

                                        
10 CSJ, sentencia STC del 30 de junio de 2009, rad. 2009-01044-00. 
11 Sentencia T-310 de 2009. 
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5. CASO CONCRETO. 

 
En el presente asunto se encuentra probado que César Napoleón Céspedes 
Puerta, actuando en calidad de representante legal de Oficina Urbana 
S.A.S., suscribió el título valor pagaré No. 78975226 el 22 de mayo de 2017, 
en favor de Javier Alberto Guzmán Quintero por la suma de $220’000.000 
pagaderos el 22 de septiembre de 2017.  
 
Lo que corresponde a la Sala es determinar los contornos del negocio 
causal que dio origen al título y si con ello se afecta la exigibilidad de las 
obligaciones aquí ejecutadas.  
 
5.1 El negocio causal y la prueba de las consecuencias jurídicas que 

lo afectan. 
 
Tal como se explicó, toda vez que al presente litigio concurren la partes 
que dieron origen al título, esto es, el mismo no ha circulado 
cambiariamente, es factible oponer al demandante circunstancias propias 
del negocio causal que puedan afectar la ejecución de las obligaciones 
ejecutadas. Para ello, a la parte demandada le correspondía acreditar: i) 
las particularidades concretas del negocio causal y, ii) las consecuencias 
jurídicas que afectan la ejecutabilidad del mismo respecto del negocio 
causal, que no es otra cosa que la ausencia del cumplimiento de requisitos 
de validez o existencia o, las circunstancias propias de su ejecución que 
permitan predicar su resolución, rescisión o desistimiento.  
 
En torno al cumplimiento del primer requisito, obra en el expediente 
documento privado de constitución de la sociedad Promotora de 
Proyectos Picaleña S.A.S., del 30 de abril de 2014, la cual fue constituida 
con una composición accionaria inicial de 10.000 acciones nominativas, de 
las cuales 5.500 pertenecían a Oficina Urbana S.A.S. y 4.500 a Javier 
Alberto Guzmán Quintero12. 
 
Así mismo, obra contrato de compraventa de acciones, suscrito el 4 de 
mayo de 2016 entre el señor Javier Alberto Guzmán Quintero en calidad 
de vendedor y Oficina Urbana S.A.S., en calidad de comprador, en el cual 
aquel vende a ésta “la cantidad de cuarenta y cinco por ciento (45%) 
acciones equivalentes a cuatro mil quinientas (4.500) de las acciones 
suscritas y pagadas”, que este poseía en la sociedad Promotora de 
Proyectos Picaleña S.A.S., indicándose que “Oficina Urbana S.A.S. adquiere 
el cien por ciento (100%) del capital suscrito y pagado de la compañía” y; 
de otro lado, pese a que no se indica el precio de la compraventa 

                                        
12 Ver ruta: carpeta “01AExp. digitalizado completo (audios)” / archivo “cuarderno 1 2018 084.pdf” páginas 
116 a 132. 
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accionaria, se precisa que la compradora “pagara (sic) y garantizara (sic) 
el pago de la obligación mediante un TITULO VALOR (LETRA DE CAMBIO) 
según acuerdo de pago pactado a la orden del VENDEDOR” 13. 
 
Dicho contrato, es reconocido por las partes como genitor del pagaré 
objeto de la presente ejecución, así lo indicó la demandada al contestar el 
hecho primero de la demanda, indicando que “la causa u origen del título 
ejecutivo surgió por la compra de acciones que tenía el demandante JAVIER 
ALBERTO GUZMÁN QUINTERO en la SOCIEDAD COMERCIAL PROMOTORA 
DE PROYECTOS PICALEÑA S.A.S.” 
 
En similares términos fue reconocido por el demandante al momento de 
rendir interrogatorio de parte, quien indicó que el acuerdo de 
compraventa de acciones se suscribió en el “año 2016, principios si no estoy 
mal, donde definitivamente estaba metiendo mucha plata al negocio (…) 
entonces Napoleón me dio la oportunidad y me dijo (…) si quieres yo te 
compro las acciones y yo sigo con esto”14 . Y más adelante relató que el 
precio del contrato de venta de las acciones fue fijado por el aporte inicial 
realizado a la sociedad Promotora de Proyectos Picaleña S.A.S., por 
$260’000.000, que inicialmente se firmaron dos pagarés, así: “el inicial se 
tenía que pagar en diciembre de 2016 y era por ciento cuarenta millones o 
ciento cuarenta y cuatro millones, no recuerdo bien, y el otro era por el 
restante, después lo que se hizo fue: venga, hagamos uno solo por el monto 
total”15. 
 
Nótese que de las pruebas practicadas, se pueden concluir los contornos 
del negocio causal que dio origen al título valor ejecutado, concretamente, 
la venta de 4.500 acciones de la sociedad Promotora de Proyectos Picaleña 
S.A.S., a partir de la cual, Oficina Urbana S.A.S. terminó siendo propietaria 
de 10.000 acciones de la mencionada sociedad promotora, equivalentes al 
100% de la composición accionaria, con lo cual se prueba el cumplimiento 
del requisito correspondiente a las particularidades concretas del negocio 
causal.  
 
Ahora bien, el siguiente cuestionamiento que ha de resolver la Sala es:  
 
¿Probó la demandada las consecuencias jurídicas de dicho negocio 
causal, con el estatus suficiente para afectar el carácter autónomo y 
la exigibilidad propia del derecho de crédito incorporado en el 
pagaré ejecutado? 
 

                                        
13 Ver ruta: carpeta “01AExp. digitalizado completo (audios)” / archivo “cuarderno 1 2018 084.pdf” páginas 
270 a 275. 
14 Ver ruta: carpeta “01AExp. digitalizado completo (audios)” / carpeta “cd folio 45 cua 1” / archivo “2018-
0008420200211101311.wmv” desde minuto 11:18. 
15 Ibidem desde minuto 13:18. 
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Para dar respuesta al interrogante, inicialmente se debe depurar cuál fue 
o fueron las consecuencias jurídicas que afectaron el negocio, alegadas por 
la parte demandada. 
 
Inicialmente, se tiene que desde la contestación de la demandada, la 
ejecutada Oficina Urbana S.A.S., ha atado el pago de la obligación contenida 
en el pagaré No. 78975226 el 22 de mayo de 2017 a la viabilidad del 
proyecto constructivo adelantado por la sociedad Promotora de Proyectos 
Picaleña S.A.S., y a la asunción de las obligaciones comerciales y tributarias 
derivadas de los ejercicios sociales para cuando el ejecutante era 
accionista de la mencionada compañía. 
 
Así se indicó en la contestación de la demanda, cuando se indicó que el 
“pago de la suma contenida en el pagaré está ligado al devenir contractual 
de la sociedad, esto es, a medida que, el negocio diera réditos o rendimientos 
financieros” así mismo, en el interrogatorio de parte rendido por el 
representante legal de la sociedad demandada, indicó que: 
 

“el pagaré resulta de un negocio, un proyecto, que se llama Sabana 
donde se constituyó una sociedad, una promotora de proyectos de 
la cual hacía parte Javier Guzmán. En ese momento, se registraron 
unos recursos en la conformación de la sociedad para poder 
establecer el capital, de ese capital se generaron unas acciones de 
las cuales se hicieron unos porcentajes de repartición entre Javier 
Guzmán y Oficina Urbana S.A.S., de ahí en adelante se ejercieron 
unos gastos del proyecto, porque el proyecto no da frutos hasta 
poder venderse y construirse entonces hasta el momento que él 
pudo salir del negocio se generaron gastos, gastos de inversión, de 
los cuales no se hicieron cruces de cuentas al momento de la venta 
de las acciones, las acciones a hoy él las reclama a través de un 
pagaré que se puso de conocimiento pero para el momento en que 
pudiera surtir efecto o tener éxito el proyecto”   

 
No obstante, en adición a lo dicho por la demandada en la contestación de 
la demanda y lo precisado por el representante legal en el interrogatorio 
de parte, que dicho sea de paso “a nadie le es dado crearse su propia prueba; 
de ahí que no hay confesión en las manifestaciones que no afectan a quien 
las hace o no benefician a la parte contraria.”16; no obra prueba que permita 
concluir que el cumplimiento de las obligaciones derivadas del contrato 
de compraventa de acciones suscrito el 4 de mayo de 2016 entre Javier 
Alberto Guzmán Quintero y Oficina Urbana S.A.S., se encontrara 
supeditado o condicionado al éxito de la sociedad Promotora de Proyectos 
Picaleña S.A.S., o a que el vendedor cumpliera con sus obligaciones al 
interior de la misma. 

                                        
16 CSJ, sentencia SC5185 del 18 de diciembre de 2020, rad. 2016-00214-01.  
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Nótese que el contrato de compraventa de acciones suscrito nada dice 
respecto al condicionamiento en el pago de los dineros correspondientes 
al valor de las acciones y, de considerarse un pacto posterior, en atención 
a la cláusula novena del mencionado contrato “[t]oda modificación que se 
hiciere a este acuerdo o a alguna de sus cláusulas, se perfeccionara (sic) 
mediante la suscripción de un otrosí y la nueva firma por las partes 
contratantes”, pues se extraña tal modificación contractual ya que no obra 
en el plenario. 
 
Además, no podría considerarse que existían pasivos al interior de 
Promotora de Proyectos Picaleña S.A.S., que fueran desconocidos por 
Oficina Urbana S.A.S., en tanto dicha persona era accionista desde la 
constitución de la misma y César Napoleón Céspedes Puerta fungía como 
representante legal de ambas compañías al momento en que se llevó a 
cabo el negocio causal que dio origen al pagaré ejecutado. 
 
5.2 Conclusiones. 
 
Colofón de lo expuesto, en el presente asunto se acreditó que el pagaré No. 
78975226 el 22 de mayo de 2017 por $220’000.000 tuvo como origen el 
contrato de compraventa de 4500 acciones en la sociedad Promotora de 
Proyectos Picaleña S.A.S., negocio celebrado el 4 de mayo de 2016 entre 
Javier Alberto Guzmán en favor de Oficina Urbana S.A.S. No obstante, la 
demandada no cumplió con la carga probatoria de acreditar que en dicho 
negocio se hubiera estipulado algún condicionamiento o que el pago se 
hubiere sujetado a las resultas del contrato de sociedad, es decir, no se 
acreditaron las consecuencias jurídicas alegadas por vía de excepción, 
mucho menos que ellas contaran con el poder suficiente para afectar el 
carácter autónomo y la exigibilidad propia del derecho de crédito 
incorporado en el pagaré ejecutado, lo que implica la desestimación de la 
excepción relativa al negocio causal propuesta. Razón por la cual, se 
confirmará la sentencia de primera instancia. 
 
Ante la desestimación de la alzada propuesta por la demandada, se le 
condenará en costas en esta instancia. Fijando como agencias en derecho 
la suma equivalente a 1 SMLMV. 
 
En mérito de lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN SALA 
PRIMERA DE DECISIÓN CIVIL, administrando justicia en nombre de la 
República y por autoridad de la ley; 
 

6. RESUELVE. 
 
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de primera instancia. 
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SEGUNDO: CONDENAR en costas a la parte demandada a favor de la parte 
demandante, fijando como agencias en derecho en esta instancia la suma 
de 1 SMLMV. 
                                                                                
TERCERO: DEVOLVER el expediente al juzgado de origen. 
 

NOTIFÍQUESE 
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